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I.  DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
15651 Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 

el año 2013.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I

Los Presupuestos Generales del Estado fundamentan su marco normativo básico en 
nuestra Carta Magna, la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, así como en 
la Ley General Presupuestaria y en la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

El Tribunal Constitucional ha ido precisando el contenido posible de la ley anual de 
Presupuestos Generales del Estado y ha venido a manifestar que existe un contenido 
necesario, constituido por la determinación de la previsión de ingresos y la autorización 
de gastos que pueden realizar el Estado y los Entes a él vinculados o de él dependientes 
en el ejercicio de que se trate. Junto a este contenido necesario, cabe la posibilidad de 
que se añada un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a las materias o 
cuestiones que guarden directa relación con las previsiones de ingresos, las habilitaciones 
de gasto o los criterios de política económica general, que sean complemento necesario 
para la más fácil interpretación y más eficaz ejecución de los Presupuestos Generales del 
Estado y de la política económica del Gobierno.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional señala que el criterio de temporalidad no 
resulta determinante de la constitucionalidad o no de una norma desde la perspectiva de 
su inclusión en una Ley de Presupuestos. Por ello, si bien la Ley de Presupuestos puede 
calificarse como una norma esencialmente temporal, nada impide que accidentalmente 
puedan formar parte de la misma preceptos de carácter plurianual o indefinido.

De otro lado, en materia tributaria, el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución 
dispone que la Ley de Presupuestos no puede crear tributos aunque sí modificarlos 
cuando una Ley tributaria sustantiva así lo prevea.

Las materias que queden al margen de estas previsiones son materias ajenas a la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado. De esta forma, el contenido de la Ley está 
constitucionalmente acotado –a diferencia de lo que sucede con las demás Leyes, cuyo 
contenido resulta, en principio, ilimitado– dentro del ámbito competencial del Estado y con 
las exclusiones propias de la materia reservada a Ley Orgánica.

Consecuentemente, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2013 regula 
únicamente, junto a su contenido necesario, aquellas disposiciones que respetan la 
doctrina del Tribunal Constitucional sobre el contenido eventual.

Estos Presupuestos Generales del Estado para 2013, elaborados en el marco de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, persisten en el objetivo de 
conseguir una mayor racionalización del proceso presupuestario a través de la confluencia 
de las mejoras introducidas a nivel de sistematización, en tanto que se procede a la 
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Septuagésima novena.  Bonificaciones en las cotizaciones a la Seguridad Social a favor 
del personal investigador.

1.  Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida y en los 
términos que reglamentariamente se establezcan, se autoriza al Gobierno para que 
establezca bonificaciones en las cotizaciones correspondientes al personal investigador 
que, con carácter exclusivo, se dedique a actividades de investigación y desarrollo e 
innovación tecnológica a que se refiere el artículo 35 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

2.  La bonificación equivaldrá al 40 por ciento de las cotizaciones por contingencias 
comunes a cargo del empresario y la misma será compatible, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan, con la aplicación del régimen de deducción por 
actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica establecido en el 
mencionado artículo 35.

3.  Se tendrá derecho a la bonificación en los casos de contratos de carácter 
indefinido, así como en los supuestos de contratación temporal, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan.

Octogésima.  Pago de deudas con la Seguridad Social de instituciones sanitarias cuya 
titularidad ostenten las Administraciones Públicas o instituciones sin ánimo de lucro.

Las instituciones sanitarias cuya titularidad ostenten las Administraciones Públicas o 
instituciones públicas o privadas sin ánimo de lucro, acogidas a la moratoria prevista en la 
disposición adicional trigésima de la Ley 41/1994, de 30 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1995, podrán solicitar a la Tesorería General de la Seguridad 
Social la ampliación de la carencia concedida a diecinueve años, junto con la ampliación 
de la moratoria concedida hasta un máximo de diez años con amortizaciones anuales. 

Octogésima primera.  Gestión de las acciones, medidas y programas establecidos en la 
letra h) del artículo 13 de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.

El Servicio Público de Empleo Estatal, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 13.h) de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, realizará la gestión de 
las acciones, medidas y programas financiados con cargo a la reserva de crédito de su 
presupuesto de gastos, que comprenderá las aplicaciones 19.101.000-X.400, 
19.101.000-X.401, 19.101.000-X.402, 19.101.000-X.410, 19.101.000-X.411, 
19.101.000-X.412, 19.101.000-X.431 y 19.101.241-A.482, desagregadas a través de 
varios subconceptos, según los diferentes ámbitos funcionales de las políticas activas 
de empleo, para financiar las siguientes actuaciones:

a)  Acciones y medidas cuya ejecución afecte a un ámbito geográfico superior al de 
una Comunidad Autónoma, cuando éstas exijan la movilidad geográfica de las personas 
desempleadas o trabajadoras participantes en las mismas a otra Comunidad Autónoma 
distinta a la suya, o a otro país y precisen de una coordinación unificada.

b)  Acciones y medidas dirigidas tanto a las personas demandantes de empleo como 
a las personas ocupadas, para la mejora de su ocupación mediante la colaboración del 
Servicio Público de Empleo Estatal con órganos de la Administración General del Estado 
o sus organismos autónomos, para la realización de acciones formativas, entre otras, 
aquellas que tengan como objetivo la generación de empleo de calidad y la mejora de 
oportunidades de las personas trabajadoras, en particular cuando se desarrollen en el 
marco de planes, estrategias o programas de ámbito estatal, y ejecución de obras y 
servicios de interés general y social relativas a competencias exclusivas del Estado.

c)  Acciones y medidas de intermediación y políticas activas de empleo cuyo objetivo 
sea la integración laboral de trabajadores inmigrantes, realizadas en sus países de origen, 
facilitando la ordenación de los flujos migratorios.

d)  Programas que se establezcan con carácter excepcional y duración determinada, 
cuya ejecución afecte a todo el territorio nacional, siendo imprescindible su gestión cv
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centralizada a los efectos de garantizar la efectividad de las mismas, así como idénticas 
posibilidades de obtención y disfrute a todos los potenciales beneficiarios.

Dicha reserva presupuestaria opera como reserva de gestión de políticas activas de 
empleo en los supuestos anteriormente señalados en favor del Servicio Público de 
Empleo Estatal, no obstante las competencias asumidas por las Comunidades Autónomas 
en el ámbito del trabajo, el empleo y la formación.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 14.3 de la citada Ley 56/2003, de 16 de 
diciembre, los fondos que integran la reserva de crédito no estarán sujetos a distribución 
territorial entre las Comunidades Autónomas con competencias de gestión asumidas. 

Octogésima segunda.  Determinación del indicador público de renta de efectos 
múltiples (IPREM) para 2013.

De conformidad con lo establecido en el artículo 2.2 del Real Decreto-ley 3/2004, de 25 
de junio, para la racionalización de la regulación del salario mínimo interprofesional y para 
el incremento de su cuantía, el indicador público de renta de efectos múltiples (IPREM) 
tendrá las siguientes cuantías durante 2013: 

a)  El IPREM diario, 17,75 euros.
b)  El IPREM mensual, 532,51 euros.
c)  El IPREM anual, 6.390,13 euros.
d)  En los supuestos en que la referencia al salario mínimo interprofesional ha sido 

sustituida por la referencia al IPREM en aplicación de lo establecido en el Real Decreto-
Ley 3/2004, de 25 de junio, la cuantía anual del IPREM será de 7.455,14 euros cuando 
las correspondientes normas se refieran al salario mínimo interprofesional en cómputo 
anual, salvo que expresamente excluyeran las pagas extraordinarias; en este caso, la 
cuantía será de 6.390,13 euros. 

Octogésima tercera.  Aplazamiento de la aplicación de la disposición adicional trigésima de 
la Ley 27/2011, de 1 de agosto, de actualización, adecuación y modernización del 
Sistema de Seguridad Social.

Se aplaza la aplicación de lo establecido en la disposición adicional trigésima de la 
Ley 27/2011, de 1 de agosto, de actualización, adecuación y modernización del Sistema 
de Seguridad Social.

Octogésima cuarta.  Suspensión de la aplicación de determinados preceptos de la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención 
a las personas en situación de dependencia.

Durante 2013 se suspende la aplicación del artículo 7.2, del artículo 8.2.a), del artículo 10, 
del artículo 32.3, párrafo primero, y de la disposición transitoria primera de la Ley 39/2006, de 14 
de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación 
de dependencia.

Octogésima quinta.  Financiación de la formación profesional para el empleo.

Uno.  Sin perjuicio de otras fuentes de financiación, los fondos provenientes de la 
cuota de formación profesional se destinarán a financiar el subsistema de formación 
profesional para el empleo regulado por el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, 
incluyendo los programas públicos de empleo y formación establecidos en su artículo 28, 
todo ello con el objeto de impulsar y extender entre las empresas y los trabajadores 
ocupados y desempleados una formación que responda a sus necesidades y contribuya 
al desarrollo de una economía basada en el conocimiento.

En el ejercicio inmediato al que se cierre el presupuesto, se efectuará una liquidación 
en razón de las cuotas de formación profesional efectivamente percibidas, cuyo importe 
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